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CONTRATACIÓN ESTATAL – Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – EGCAP – Contrato de consultoría – Interventoría – Ley 80 de 1993 – Artículo 32 numeral 2

El numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 establece que son contratos de consultoría aquellos que celebren las entidades estatales para la realización de estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como para asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. La misma disposición dispone expresamente que los contratos cuyo objeto sea la interventoría tienen la naturaleza jurídica de contratos de consultoría.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Ley 80 de 1993 – Artículo 32 numeral 3 – Diferenciación frente a la interventoría

Los contratos de prestación de servicios tienen por objeto desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad estatal y pueden celebrarse cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados. La naturaleza jurídica del contrato debe determinarse a partir de su objeto y de las obligaciones efectivamente pactadas, de manera que la simple denominación contractual no resulta suficiente para calificar un negocio jurídico como contrato de prestación de servicios cuando las actividades contratadas corresponden materialmente a labores de interventoría.

INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL – Naturaleza jurídica del contrato – Primacía del objeto contractual sobre la denominación formal

La naturaleza jurídica de un contrato estatal se determina por el contenido material de las obligaciones asumidas por el contratista y por la finalidad perseguida por las partes. En consecuencia, cuando las actividades contratadas corresponden al seguimiento, vigilancia, control, supervisión y verificación especializada de la ejecución de otro contrato o de una actividad administrativa determinada, el negocio jurídico debe calificarse conforme a dichas obligaciones, independientemente de la denominación que le haya otorgado la entidad estatal.

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – Régimen Subsidiado – Interventoría – Ley 1122 de 2007 – Artículo 13

El artículo 13 de la Ley 1122 de 2007 estableció una regulación especial para la interventoría del Régimen Subsidiado de Salud, al disponer que los municipios y distritos podían destinar hasta el 0,4 % de los recursos del régimen para financiar dicha actividad y que su contratación únicamente podía realizarse con entidades previamente habilitadas, mediante concurso de méritos y de conformidad con la reglamentación expedida por el Ministerio de la Protección Social.


APLICACIÓN DE LA LEY EN EL TIEMPO – Ley 1150 de 2007 – Régimen de transición – Procedimientos de selección adelantados en 2007

Para determinar el procedimiento de selección aplicable a un contrato celebrado durante el año 2007 es necesario atender al régimen jurídico vigente en ese momento y a las reglas especiales que regulaban el objeto contractual. Si bien la Ley 1150 de 2007 modificó posteriormente el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública e introdujo nuevas modalidades de selección, dichas disposiciones no pueden aplicarse retroactivamente para definir la legalidad de actuaciones contractuales adelantadas bajo la normativa vigente para la época de los hechos.






















Bogotá D.C., 11 de septiembre de 2026
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Señor
ALEX ROMARIO CARDENAS ARRIETA
alexromarioarrieta@gmail.com
Tunja (Boyacá) 

	
	Concepto C- 1211 de 2026

	Temas:                   
	CONTRATACIÓN ESTATAL – Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – EGCAP – Contrato de consultoría – Interventoría – Ley 80 de 1993 – Artículo 32 numeral 2 / CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Ley 80 de 1993 – Artículo 32 numeral 3 – Diferenciación frente a la interventoría / INTERPRETACIÓN CONTRACTUAL – Naturaleza jurídica del contrato – Primacía del objeto contractual sobre la denominación formal / SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – Régimen Subsidiado – Interventoría – Ley 1122 de 2007 – Artículo 13 APLICACIÓN DE LA LEY EN EL TIEMPO – Ley 1150 de 2007 – Régimen de transición – Procedimientos de selección adelantados en 2007



	Radicación:           
	Respuesta a consulta con radicado N.º 1_2026_07_31_010116



Estimado señor Cárdenas;
 
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde a su solicitud radicada ante esta entidad el 31 de julio de 2026 en la cual manifiesta lo siguiente:
“
1. Cuales son todos los decretos reglamentarios que ha tenido la ley 80 de 1993 y posteriormente la ley 1150 de 2007, esto con el fin de conocer todas las disposiciones legales que regulan las diferentes modalidades de contratación y toda la contratación pública antes y después del 2007.
2. Teniendo en cuanta el primer ítem, cuando se trate de contratos de obras públicas, ¿en qué documento se debe especificar las actividades que se van a adelantar en la obra, en el pliego de condiciones u otro documento? Así mismo ¿en qué ley o decreto esta dispuesto lo anteriormente mencionado?
3. Es posible contratar una interventoría para el régimen subsidiado a través de la modalidad de contrato de prestación de servicios teniendo en cuenta que el valor del contrato es de mínima cuantía y que estos hechos hayan ocurrido durante la vigencia del 2007.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales.       
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta. 
 
I. Problema planteado:
 
De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos:

i) ¿La interventoría del régimen subsidiado constituía un contrato de consultoría o podía contratarse como contrato de prestación de servicios durante el año 2007?
ii) ¿Cuál era el procedimiento de selección aplicable para contratar dicha interventoría durante el año 2007, considerando la cuantía del contrato?

II. Respuesta:
 
	          i) El numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 establece que son contratos de consultoría aquellos que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. La misma disposición señala expresamente que también tienen esta naturaleza los contratos que tengan por objeto la interventoría.
          Por su parte, el numeral 3 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 define los contratos de prestación de servicios como aquellos que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad, los cuales pueden ser contratados con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados.
         Adicionalmente, el artículo 13 de la Ley 1122 de 2007 estableció una regla especial para la interventoría del Régimen Subsidiado, al disponer que esta solo podía ser contratada con entidades previamente habilitadas, mediante concurso de méritos, de acuerdo con la reglamentación que expidiera el Ministerio de la Protección Social.
         Ahora bien, de acuerdo con lo anterior, cuando las obligaciones contractuales están dirigidas a realizar actividades de seguimiento, control, vigilancia, supervisión y verificación especializada sobre la ejecución y operación del Régimen Subsidiado, el objeto contractual corresponde materialmente a una actividad de interventoría. En consecuencia, la naturaleza jurídica del contrato debe determinarse atendiendo a su objeto y a las obligaciones efectivamente pactadas, y no a la denominación que la entidad haya utilizado en el contrato.
          Así, la circunstancia de que el negocio jurídico haya sido denominado formalmente como “contrato de prestación de servicios” no resulta suficiente para atribuirle dicha naturaleza, si las actividades contratadas corresponden a las propias de una interventoría, expresamente comprendida por el numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dentro de los contratos de consultoría.
        ii) En relación al segundo problema jurídico planteado es de precisar que para determinar el procedimiento de selección aplicable debe distinguirse entre el régimen general de contratación vigente durante el año 2007 y la regla especial establecida para la interventoría del Régimen Subsidiado.
         En el régimen general, durante buena parte del aoo 2007 se encontraba vigente la Ley 80 de 1993, junto con sus decretos reglamentarios, entre ellos el Decreto 2170 de 2002, que regulaba los procedimientos asociados a la contratación de menor cuantía. La Ley 1150 de 2007, que posteriormente modificó sustancialmente las modalidades de selección e introdujo el concurso de méritos como modalidad general para determinados contratos de consultoría, fue expedida en julio de 2007 y su régimen general comenzó a operar posteriormente, en enero de 2008.
         Sin embargo, para la interventoría del Régimen Subsidiado existía una regla especial anterior y específica. El artículo 13 de la Ley 1122 de 2007 dispuso expresamente que los municipios y distritos podían destinar hasta el 0,4 % de los recursos del Régimen Subsidiado para financiar su interventoría y que esta “sólo podrá ser contratada” con entidades previamente habilitadas, a través de concursos de méritos, de acuerdo con la reglamentación que expidiera el Ministerio de la Protección Social.
         Por ello, la cuantía del contrato no podía, por sí sola, desplazar esta regla especial. Es decir, aun cuando el valor del contrato hubiera sido reducido, ello no autorizaba automáticamente a la entidad a acudir a un procedimiento propio de la contratación de menor cuantía o a contratarlo directamente, si el objeto correspondía efectivamente a la interventoría del Régimen Subsidiado.
        Debe precisarse, además, que la modalidad de “mínima cuantía”, en el sentido técnico que actualmente tiene en el Estatuto General de Contratación, no era una modalidad de selección vigente durante 2007. Por tanto, no sería jurídicamente adecuado analizar un contrato celebrado en ese año como si hubiera estado sometido a la actual modalidad de mínima cuantía.
         En consecuencia, para un contrato celebrado en 2007 cuyo objeto real fuera la interventoría del Régimen Subsidiado, la regla especial del artículo 13 de la Ley 1122 de 2007 exigía acudir al concurso de méritos, siempre que se tratara efectivamente de la interventoría allí regulada. La circunstancia de que el contrato tuviera una cuantía reducida no permitía sustituir ese procedimiento por otro de menor exigencia.
         Esta conclusión, también es coherente con la línea prevista por Colombia Compra Eficiente en el Concepto C-502 del 11 de mayo de 2026, según la cual la interventoría constituye una especie del contrato de consultoría y, como regla general, se encuentra vinculada al concurso de méritos. No obstante, estos pronunciamientos posteriores deben utilizarse como criterio doctrinal para comprender la naturaleza jurídica de la interventoría, sin aplicarlos retroactivamente para determinar el régimen de selección vigente en 2007.
        Finalmente, debe advertirse que el análisis en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias.
         Así las cosas, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.


 
III. Razones de la respuesta:
 
Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 
 
El numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 dispone que son contratos de consultoría aquellos que celebren las entidades estatales referidos, entre otros, a las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión, así como a la interventoría.
De esta manera, el legislador estableció expresamente la interventoría como una actividad propia de los contratos de consultoría. Por su parte, el numeral 3 del mismo artículo define los contratos de prestación de servicios como aquellos que celebran las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad.
De acuerdo con la doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, la naturaleza jurídica del contrato debe establecerse a partir de su objeto y de las obligaciones efectivamente pactadas, y no exclusivamente de la denominación que las partes le hayan asignado. En ese sentido, la interventoría constituye una especie del contrato de consultoría, en tanto supone el desarrollo de actividades de seguimiento, vigilancia, control y supervisión especializada respecto de la ejecución de otro contrato o actividad objeto de vigilancia.
En consecuencia, cuando las actividades contratadas correspondan materialmente al ejercicio de una interventoría, la circunstancia de que la entidad haya denominado el negocio jurídico como contrato de prestación de servicios no modifica su naturaleza jurídica, pues esta se determina por el contenido material de las obligaciones pactadas.
Así las cosas, si el objeto del contrato celebrado durante 2007 consistía materialmente en ejercer la interventoría de los contratos o actividades correspondientes al Régimen Subsidiado, dicho negocio jurídico debía entenderse como un contrato de consultoría, en los términos del numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, con independencia de la denominación utilizada por la entidad.
Ahora bien, establecida la naturaleza jurídica de la actividad, corresponde determinar cuál era el procedimiento de selección aplicable durante el año 2007.
Para ello, además de las disposiciones generales contenidas en la Ley 80 de 1993, debe atenderse a la regulación especial expedida para la interventoría del Régimen Subsidiado.
En efecto, el literal e) del artículo 13 de la Ley 1122 de 2007 dispuso que los municipios y distritos destinarían hasta el 0,4 % de los recursos del Régimen Subsidiado para financiar los servicios de interventoría de dicho régimen. La misma disposición estableció expresamente que:
“La interventoría sólo podrá ser contratada con entidades previamente habilitadas departamentalmente y del Distrito Capital, a través de concursos de méritos”.
De la disposición transcrita se desprende que el legislador estableció un régimen especial para la contratación de la interventoría del Régimen Subsidiado, sujeto a dos condiciones: i) que la interventoría fuera contratada con entidades previamente habilitadas en los términos previstos por la norma y ii) que la selección se realizara mediante concurso de méritos.
Por consiguiente, cuando el objeto contractual se encontrará comprendido dentro del supuesto previsto en el literal e) del artículo 13 de la Ley 1122 de 2007, la entidad territorial debía observar esta regla especial de selección.
Lo anterior resulta particularmente relevante para el análisis de un contrato celebrado durante 2007, puesto que la exigencia del concurso de méritos para esta actividad no surge de la regulación general posterior de la Ley 1150 de 2007, sino de una disposición especial contenida en la Ley 1122 de 2007, vigente para la contratación de la interventoría del Régimen Subsidiado.
Así las cosas, para establecer el régimen jurídico aplicable al procedimiento de selección, es necesario considerar la vigencia temporal de la Ley 1150 de 2007.
El artículo 33 de dicha ley estableció que esta comenzaría a regir seis meses después de su promulgación, salvo las excepciones expresamente previstas en la propia disposición. La Ley 1150 de 2007 fue promulgada el 16 de julio de 2007, por lo que su régimen general comenzó a regir en enero de 2008.
En consecuencia, tratándose de un proceso contractual iniciado durante 2007, no resulta jurídicamente procedente determinar el procedimiento de selección aplicable exclusivamente con fundamento en las modalidades de selección establecidas por la Ley 1150 de 2007, pues para ese momento su régimen general aún no había entrado en vigor.
Lo anterior no significa, sin embargo, que el concurso de méritos estuviera excluido de la contratación objeto de análisis. Como se explicó anteriormente, el artículo 13, literal e), de la Ley 1122 de 2007, norma especial expedida en 2007, estableció expresamente que la interventoría del Régimen Subsidiado solo podía contratarse mediante concurso de méritos.
Por tanto, debe distinguirse entre el concurso de méritos como modalidad general de selección incorporada por la Ley 1150 de 2007 y el concurso de méritos establecido específicamente por la Ley 1122 de 2007 para la interventoría del Régimen Subsidiado. Para un proceso iniciado en 2007, la exigencia del concurso de méritos, de encontrarse acreditados los presupuestos de la Ley 1122, tendría como fundamento esta última disposición y no la regulación general posterior de la Ley 1150.
Por su parte la determinación del procedimiento de selección no podía efectuarse atendiendo exclusivamente al valor del contrato cuando existía una disposición legal especial que regulaba específicamente la contratación de la interventoría del Régimen Subsidiado.
En efecto, si el artículo 13, literal e), de la Ley 1122 de 2007 establecía que dicha interventoría “sólo podrá ser contratada” mediante concurso de méritos, la entidad territorial debía observar esta regla cuando el objeto contractual correspondiera efectivamente a la interventoría allí regulada.
Por tanto, la eventual baja cuantía del contrato no constituía, por sí sola, un fundamento suficiente para apartarse del procedimiento especial previsto en la Ley 1122 de 2007.
Ahora bien, debe efectuarse una precisión respecto de la expresión “mínima cuantía”. No resulta técnicamente adecuado aplicar al año 2007 la modalidad de selección de mínima cuantía en los términos en que posteriormente fue incorporada al régimen de contratación estatal. Para establecer la legalidad del procedimiento utilizado en 2007 debe acudirse a las disposiciones vigentes durante ese período y, en particular, a las reglas de selección previstas en la Ley 80 de 1993 y sus normas reglamentarias, sin perjuicio de la regla especial establecida por la Ley 1122 de 2007 para la interventoría del Régimen Subsidiado.
En consecuencia, aun cuando el valor del contrato hubiese sido reducido, dicha circunstancia no permitía, por sí misma, desconocer la regla especial que imponía el concurso de méritos para la contratación de la interventoría del Régimen Subsidiado.

Ahora bien, para establecer si la entidad territorial podía acudir a un contrato de prestación de servicios y a un procedimiento diferente al concurso de méritos, no basta con atender a la denominación formal del negocio jurídico.
De conformidad con el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, la naturaleza del contrato debe establecerse a partir de su objeto. Por ello, en el caso concreto deberá examinarse el contenido de los documentos que integraron el proceso contractual, particularmente el objeto, los estudios y documentos previos que correspondan al régimen aplicable, las obligaciones del contratista, los productos o informes exigidos y el alcance de las actividades de seguimiento, vigilancia y control.
De este análisis deberá establecerse si las actividades contratadas correspondían materialmente a la interventoría de los contratos o actividades del Régimen Subsidiado.
Si así fuera, la denominación de “contrato de prestación de servicios” no sería suficiente para excluir la aplicación de las reglas propias de la interventoría, pues prevalecería la naturaleza jurídica que se desprende del objeto y de las obligaciones efectivamente contratadas.
Así las cosas y con fundamento en las consideraciones anteriores, para determinar el régimen jurídico aplicable al contrato objeto de consulta deben verificarse, en primer término, la fecha de iniciación del proceso contractual y el contenido material del objeto contratado.
Si se acredita que el proceso fue iniciado durante 2007 y que su objeto correspondía efectivamente a la interventoría del Régimen Subsidiado, la actividad se encontraba comprendida dentro de los contratos de consultoría previstos en el numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993.
A su vez, por tratarse específicamente de la interventoría del Régimen Subsidiado, resultaba aplicable la regla especial contenida en el artículo 13, literal e), de la Ley 1122 de 2007, conforme a la cual dicha actividad solo podía contratarse con entidades previamente habilitadas y mediante concurso de méritos.
En este contexto, la circunstancia de que la Ley 1150 de 2007 aún no hubiera entrado en vigencia durante el año 2007 no elimina la exigencia del concurso de méritos para este supuesto particular, toda vez que dicha exigencia tenía su fundamento directo en la Ley 1122 de 2007.
En consecuencia, si se acredita que el contrato celebrado en 2007 tenía por objeto material la interventoría del Régimen Subsidiado, su naturaleza jurídica correspondía a la de un contrato de consultoría y su selección debía sujetarse a la regla especial del artículo 13, literal e), de la Ley 1122 de 2007, esto es, mediante concurso de méritos con una entidad previamente habilitada. Por tanto, ni la denominación del contrato como prestación de servicios ni su eventual baja cuantía constituían, por sí solas, fundamento suficiente para acudir a un procedimiento de selección distinto. 
         Finalmente, debe advertirse que el análisis en torno a un proceso de contratación especifico debe ser realizado por quienes tengan interés en ello. De esta forma, las afirmaciones aquí realizadas no pueden ser interpretadas como juicios de valor sobre circunstancias concretas relacionadas con los hechos que motivan la consulta. Por lo anterior, previo concepto de sus asesores, la solución de situaciones particulares corresponderá a los interesados de adoptar la decisión y, en caso de conflicto, a las autoridades judiciales, fiscales y disciplinarias. 
         Así las cosas, al tratarse de un análisis que debe realizarse en un procedimiento contractual específico, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así cada entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, validar sus actuaciones.
       
IV. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:
 
	· Ley 80 de 1993, artículo 32, numerales 2 y 3.
· Ley 1122 de 2007, artículo 13, literal e).
· Ley 1150 de 2007, artículos 31 y 33.
· Decreto 2170 de 2002
· Decreto 1020 de 2007, artículo 5.


 
V. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha referido sobre los contratos de interventoría en lo conceptos C-198 del 19 de junio de 2023, C-250 del 31 de julio de 2023, C-388 del 25 de septiembre de 2023, C-412 del 24 de octubre de 2023, C-167 del 23 de julio de 2024, C-845 del 11 de diciembre de 2024, C-212 del 28 de marzo de 2025, C-577 del 18 de julio de 2025, C-1797 del 16 de diciembre de 2025, C-1613 del 22 de diciembre de 2025, C-008 del 13 de febrero de 2026, C-212 del 04 de marzo de 2026 y C-502 del 11 de mayo de 2026, entre otros. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos. 

Estos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace:https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  
  
Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrarás orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion
De otro lado, te contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026
Recuerda también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltala aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quieres seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárgalo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica
Lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 
 
Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
 
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.
 
 Atentamente, 
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